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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No. 13710
30 de setiembre, 2005

DI-AA-2567

Señor

Jorge Llubre Azofeifa

Director, Dirección de Recursos Humanos

Instituto Costarricense de Electricidad

Sabana Norte, San José

Estimado  señor:

Asunto: Consulta sobre funcionarios obligados a presentar declaración jurada de bienes

Damos respuesta a su oficio DRH-542-05 de fecha 21 de junio del año en curso, mediante el cual indica que por presentarse duda en los funcionarios Fernando Murillo –coordinador del Proyecto de las 600 K GSM- y Alberto Herrera Ruiz –administrador del contrato de las 600 K GSM-, consulta si éstos se encuentran obligados a rendir declaración jurada de bienes, siendo que en su criterio a la luz del artículo 56 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, dichos funcionarios al no estar contemplados dentro de los puestos de esa norma, conforme al artículo 60 del mismo Reglamento no estarían obligados a presentar declaración.

Al respecto, en virtud de que la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, en el artículo 21 párrafo segundo encarga al Reglamento la definición puntual de otros sujetos obligados a declarar, distintos de los establecidos taxativamente en el párrafo primero de la citada norma, es que en lo referente a la administración pública descentralizada –tal es el caso del ICE-, en el numeral 56 del Reglamento a la Ley de cita, se encuentra la lista de cargos o puestos afectos a la declaración jurada de bienes. 

En ese sentido, llevando razón el consultante, como parte del listado no figuran expresamente los cargos de “coordinador de proyecto” ni de “administrador de contrato”, por lo que en principio esos funcionarios no se encuentran obligados a rendir declaración de su situación patrimonial.

No obstante lo anterior, conforme al artículo 23 de la Ley de previa cita y 69 de su Reglamento, esta Contraloría General o el Ministerio Público, podrán exigir en cualquier momento por orden singular, que otros funcionarios públicos que administren o custodien fondos públicos, no contemplados en el Reglamento, deban presentar declaración jurada de su situación patrimonial; obligación que surgiría hasta tanto el Órgano Contralor o el Ministerio Público determinen dicha situación y le sea comunicada formalmente al funcionario.

Atentamente,






Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA
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